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OLIGARQUiA Y FINANZAS MUNICIPALES EN CÁCERES
DURANTE EL REINADO DE LOS REYES CATOLICOS
M. 8 DOLORES GARCíA OLIVA
La detentación del gobierno•municipal de la villa de Cáceres por un
restringido grupo social, la oligarquía cacereña integrada por la nobleza local
y algunos caballeros enriq .uecidosi, tuvo importantes consecuencias en el
campo de las finanzas urbanas de la villa, cuyos ingresos aprovecharon en su
exclusivo beneficio. Este hecho determina que la villa carezca de recursos
propios para atender a sus necesidades económicas específicas —pago de
los salarios oficiales concejiles y reales, reparación de muros y cercas de la
villa, gastos de procuración en pleitos, pesquisas, etc.— y se vea obligada a
imponer continuos repartimientos entre los vecinos de la ciudad y del térmi-
no, provocando un considerable aumento de la presión fiscal urbana. Esta si-
tuación alcanza el momento más crítico en los primeros años del reinado de
los Reyes Católicos, años en los que, debido a la política económica munici-
pal mantenida por el grupo en el poder durante los reinados anteriores, se
han perdido ya todas las fuentes de ingresos concejiles. Estos son los facto-
res más importantes que confluyen en la agudización de esta crisis:
a) La inestabilidad política y los continuos desórdenes del reinado de
Enrique IV, sobre todo durante la ŭ ltima década, permitieron la malversación
de los fondos municipales por parte de las autoridades responsables de su
recogida y posterior distribución. Efectivamente, la oligarquía urbana cacere-
ña aprovechó la ocasión para acaparar parte de los ingresos concejiles 2 , ya
que se vio favorecida «por desorden e poca justiçia que en estos mis reynos,
prinçipalmente en la dicha villa, ha avido» 3 . Que la malversación de fondos
fue un hecho lo confirma el que «los alcaldes, mayordomos e otros ofigiales
que han seydo de la dicha villa de Cá9eres de mucho tiempo aca (...) no han
querido ni quieren dar cuenta ni rason de lo que asy tomaron e de como lo
1 Cf. MíNGUEZ FERNÁNDEZ, J.M.: «La resistencia antiseñorial del concejo de Cáceres durante
el Siglo XV», Norba, Servicio de Publicaciones de la Universidad de Extremadura, Cáceres, 1980;
pp. 220-229. También en SOBREQUES VIDAL, S.: «La España de los Reyes Católicos», en Historia
Social y Económica de España y América dirigida por J. Vicens Vives, Barcelona, Vicens Vives,
1977, T. II., págs. 390 y ssg.
2 La acaparación de las rentas concejiles por parte de la nobleza ya se habia dado en años an-
teriores, como demuestra J. M. Minguez en el articulo citado.
3 Archivo General de Simancas (A.G.S.). Registro General del Sello (R.G.S.), 30 de Agosto de
1477, f °. 456.
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destribuyeron e gastaron» 4 , como se afirma en el informe presentado ante el
Consejo Real en 1477. Pero, a pesar del mandato real de presentar las cuen-
tas correspondientes a los diez ŭ ltimos años, los regidores, mayordomos y
demás oficiales se niegan a cumplir esta orden, lo que confirma la existencia
de abusos en la aplicación y distribución de los ingresos.
b) Las continuas luchas de bandos de la época mencionada y la guerra
civil, en la que Cáceres participó activamente s , determinaron el aumento de
los gastos concejiles para la reparación de los muros y cercas, el capítulo
más importante dentro del gasto p ŭ blico urbano durante toda la Edad Media,
lo que tendría una notable repercursión en la ya debilitada hacienda munici-
pal de la villa. Por otra parte, durante los años de guerra los ingresos normal-
mente se ven disminuidos por el descenso de la producción agrícola, reduc-
ción de los intercambios, etc., actividades de las que consigue ingresos la ha-
cienda municipal.
Además, la intervención de Portugal también influye en el aumento del
gasto p ŭblico ya que, al ser Cáceres una ciudad fronteriza, se ve nnás directa-
mente amenazada por el peligro enemigo y necesita mantener una fuerte de-
fensa para preservar sus tierras y ganados de las incursiones portuguesas y
de las de sus simpatizantes6.
c) La ingente suma de dinero con la que tiene que contribuir la ciudad al
mantenimiento de la Hermandad, que supone una pesada carga para los veci-
nos de la villa y del término7.
Así pues, tenemos, por una parte, una disnninución de los ingresos dispo-
nibles por enajenación de rentas o dilapidación de las mismas y, por otra, el
aumento del gasto público urbano. Ante esta situación, <:,cómo consiguió el
concejo satisfacer las necesidades económicas de la villa, dada la
característica falta de recursos, sin lesionar los intereses —o, más bien, sin
acabar con los abusos— de la clase dirigente? Recurrió a dos sistemas:
1) Mediante el repartimiento del dinero necesitado entre los vecinos de la
villa y de las aldeas del término. Estos repartimientos, en teoría, deberían gra-
var a todos los estamentos de la población pero, en la práctica, no se cumplía
tal precepto, lo que explica el que se recurriera a ellos constantemente. Efec-
tivamente, dado que el gobierno municipal estaba controlado por una minoría
4 Ibid.
5 Este aspecto se puede ver en SUÁREZ FERNÁNDEZ, L.: La España de los Reyes Católicos, en
Historia de España dirigida por R. Menéndez Pidal, XVII, Madrid, 1978, y ORTI BELMONTE, M. A.:
«Cáceres bajo la Reina Católica y su camarero Sancho de Paredes Golfin», Revista de Estudios
Extremeños, 1963, pp. 195-328.
«Por estar aquella villa e su tierra en frontera del regno de Portogal, e continuamente en la
guerra, e para que esten guardadas sus personas de los que andan en el canpo, y ganados y
labrancas, que tienen hordinariamente veynte omes en el canpo por guardas cada dia en los
puertos, para que non resciban danno de los dichos portogueses, e que a cada uno dellos dan un
real de plata cada dia... e los gastos e costas que les conviene faser por causa de la guerra de
Portogal...». A.G.S. R.G.S., 18 de Septiembre de 1478, f.° 55.
7 En 1477 se reparten 7.000 reales entre los vecinos de la villa para la Hernnandad (A.G.S. R.G.S.
30 de Agosto de 1477, f.° 457); en 1478, 180.000 mrs. por cada 100 pecheros (A.G.S. R.G.S., 18 de
Septiembre de 1478, f.° 55)
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y ésta era la que efectuaba la distribución del dinero necesario entre los
contribuyentes, se gravaba ŭnicamente a los estratos medios y bajos de la
población, quienes no tenían acceso al gobierno del concejo ni sus intereses
estaban defendidos en él. Una de las numerosas quejas presentada en el
Consejo Real por los «cavalleros, e escuderos, e labradores, e oficiales, e mo-
radores del arraval desa dicha villa» 9 , los sectores más agraviados de la
población, se hace eco del abuso cometido en los mismos. En ella se denun-
cia que las sumas requeridas por el concejo, y que éste obtenía mediante los
referidos repartimientos, se recaudaban de los habitantes de las colaciones
de extramuros, San Juan y Santiago, a las que pertenecían las clases so-
ciales medias e inferiores9.
Estas sumas que no paga la clase dirigente no solamente recaen sobre
los vecinos de la villa sino también, y quizás de una forma más onerosa, sobre
los vecinos y moradores del término, quienes tampoco estaban representa-
dos de forma eficaz en el gobierno de la ciudad. En la denuncia presentada
por el Casar, que es la aldea más importante del término y la que normalmen-
te se constituye en portavoz de los intereses de toda la tierra ante el concejo
y ante la Corte, informan a la Reina que (caseys vuestros repartimientos como
quereys, cargando a ellos muy grand cantidad de los dichos salarios e das-
cargando a vosotros» 10 . «Ellos» se refiere a los habitantes de la tierra; «vo-
sotros», aunque lo utilicen de una forma genérica para designar a los habitan-
tes de la villa, hay que entenderlo como referido al grupo dirigente.
No hay que olvidar tampoco a las minorías marginadas de la población-
judíos y moros—, sometidas también a la fuerte presión fiscal del concejo.ii.
2) Arrendamiento de las rentas. Pero dado que los ingresos ordinarios
prácticamente no existen —al menos, no se los aplica para cubrir las necesi-
dades económicas de la villa— la práctica de los repartimientos resulta insu-
ficiente para obtener todo el dinero que requieren los gastos y que los ingre-
sos urbanos deberían satisfacer. La villa hubo de recurrir, pues, a un método
que le permitiera conseguir el dinero con relativa rapidez y fácilmente: el
arrendamiento anticipado de las rentas del concejo, práctica uti lizada por nu-
merosas ciudades medievales cuando los gastos superaban a los ingresos 12.
Efectivamente, era la ŭnica posibilidad que tenía el concejo de conseguir
dinero por adelantado pues, como se sabe, el préstamo con interés estaba
completamente prohibido en esa época. Esta práctica de arrendar las rentas
municipales a un particular, quien pagaba al concejo anticipadamente la su-
ma de dinero por la que se había quedado con la renta, encargándose poste-
riormente de cobrarla, era ya usual desde los primeros tiempos de las ciuda-
des, ya que era más fácil la recaudación de los impuestos por parte del con-
cejo y éste se evitaba, a su vez, de tener funcionarios municipales encarga-
8 A.G.S. R.G.S., 7 de Julio de 1479, f°. 101.
9 Cf. RODRIGUEZ SÁNCHEZ, A.: Población y comportamientos demográficos en el siglo XVI,
Cáceres, Aula de Cultura de la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Cáceres, 1977, pág. 51.
19 A.G.S. R.G.S., 9 de Julio de 1477, f°. 321.
11 Cf. FLORIANO CUMBREÑO, A.: La villa de Cáceres y la Reina Católica, T. II, Cáceres, Est. Tip.
de Santos Floriano, 1917, pág. 33.
12 Cf. CARANDE, R.: Sevilla, fortaleza y mercado, Sevilla, Secretariado de Publicaciones de la
Universidad de Sevilla, 1972, pág. 145.
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dos de este cometido, a los que había que pagar13.
Pero en el caso concreto que estudiamos, la falta crónica de dinero había
Ilevado a realizar subastas de las rentas municipales correspondientes a va-
rios años posteriores a su adjudicación, cobrando el concejo inmediatamen-
te la cantidad por la que se había comprometido el pujador que más dinero
ofreció. Con este método de financiación se lograba el dinero inmediatamen-
te y se podía atender a las necesidades económicas urgentes que habían pro-
vocado este tipo de arrendamiento a largo plazo, pero desencadenaba a la lar-
ga un problema mayor: la pérdida total de los ingresos municipales. El hecho
de gastar anticipadamente el dinero que correspondería para sufragar los
gastos concejiles de años posteriores determina que los recursos ordinarios
disponibles por el municipio en los años venideros sean menores cada vez y,
debido al frágil equilibrio existente en su balanza de pagos —que normal-
mente terminaba con déficit— éste se verá obligado a repetir la práctica del
arrendamiento adelantado, pero cada vez con una antelación en el tiempo
mayor, Ilegando el momento en el que no se disponga de ning ŭn tipo de recur-
sos propio, como sucede en los primeros años del reinado de los Reyes Cató-
licos.
Por otra parte, esta práctica conlleva la disminución real de los ingresos
que se podrían obtener por los arrendamientos de las rentas, pues se trata, en
definitiva, de una forma de crédito, y éste siempre implica un interés determi-
nado. En este caso concreto, supone que los arrendamientos se otorguen por
una cantidad muy inferior a la que se podría obtener si no se efectuara antici-
padamente, es decir, si el arrendador en el que se remataba la renta subasta-
da no tuviera que pagar inmediatamente al concejo la cantidad ofrecida, can-
tidad que él, por su parte, tardará varios años en recuperar. Lógicamente, de-
be obtener alg ŭn beneficio, pues, en caso contrario, no realizaría este tipo de
contratos.
Pero con esta política financiera no se habían limitado a enajenar tempo-
ralmente las rentas del concejo, sino que habían Ilegado también a arrendar
las dehesas municipales más importantes de la villa de Cáceres, Zafra y
Zafrilla, con lo que se vieron lesionados graverrente los intereses del com ŭ n
de los vecinos de la villa y de su tierra, ya que en este caso no se arrendaron
los ingresos que las mismas podrían producir, sino su usufructo, con lo que
los habitantes del término y de la villa se vieron despojados de uno de los de-
rechos comunales más importantes de los conservados y de vital importancia
para el desarrollo de su actividad económica fundamental: el aprovechamien-
to comunal de ambas dehesas y lo que ello suponía para la práctica de la agri-
cultura y de la ganadería. En 1477 se expone al Consejo que «algunos de los
cavalleros e regidores e otras personas de la dicha villa (....) se han entremeti-
do de vender e venden adelantadamente por 9inco o seys o syete años las
dichas dehesas para labrar a quien por ellas mas les dan» 14 . De esta política
financiera Ilevada a cabo por el concejo se beneficiaron, lógicamente, los
nobles y caballeros enriquecidos, quienes disponen de la fluidez económica
13 Ibid. pág. 147.
14 A.G.S. R.G.S. 30 de Agosto de 1477, f°. 375.
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necesaria para pagar las fuertes sumas de dinero que suponían los arrendamien-
tos de las dehesas 15
 y esperar durante un largo período de tiempo la obtención
del beneficio de la inversión realizada.
Así, en 1476, la villa sacó a subasta pública los terrazgos de Zafra y Zafrilla
«en la segunda vez que se rompiese», y fueron adjudicados a Pedro de Carvajal y
Alonso de Escobar 16
 por 130.000 mrs., «los quales ellos pagaron, e la dicha villa
luego los resgibio para cumplir las dichas sus ne9esidades» 17 . Un año antes, la
subasta de las mismas dehesas se había rematado en Alonso de Sanabria por
más de 200.000 mrs., de los que pagó inmediatamente 50.000 mrs. para las obras
del monasterio de San Francisco, 25.000 mrs. para «conplir algunas neçesidades
que la dicha villa tenia» y aceptó los libramientos que la villa había hecho en él
por un valor de 150.000 mrs. 18. Cuando se promulgan las Ordenanzas sobre los
aprovechamientos de Zafra y Zafrilla, en 1479, todavía no habían podido benefi-
ciarse del aprovechamiento de las dehesas.
De los documentos utilizados se desprende que la imprecisión sobre los mo-
tivos que obligan al concejo a efectuar este tipo de arrendamientos anticipada-
mente es total, de donde se deduce que esas necesidades no eran lo suficiente-.
mente justificables como para provocar el endeudamiento del concejo. Fueron
permitidos por estar el gobierno municipal controlado por una oligarquía que se
preocupaba ŭnicamente de obtener beneficios de la situación privilegiada que
había alcanzado.
Pero la necesidad de dinero, o más bien la ausencia de representantes en el
gobierno de la ciudad que defendieran los intereses de las capas inferiores de la
población, Ileva, incluso, a atentar contra el derecho del aprovechamiento comu-
nal de la lande de las mencionadas dehesas, uno de los fines para los que se
había constituido 19, vendiendo la bellota de las mismas. En 1477 el com ŭn de los
vecinos denuncia que «algunas personas de la dicha villa, en su grand agravio e
perjuysio, non lo podiendo nin deviendo faser, se han entremetido e entremeten
a vender la vellota de las dichas dehesas, seyendo a todos comun» 20 . Este hecho
es aŭn más audaz que el anterior, ya que los vecinos de Cáceres y de su tierra
tenían derecho al aprovechamiento de la lande gratuitamente 21 , mientras que pa-
ra obtener las labranzas debían pagar una cantidad determinada.
Aunque en esta ocasión no conocemos los nombres de los beneficiados,
suponemos que pertenecen también al grupo político dominante.
Todos los abusos cometidos en el arrendamiento de las rentas y propios
documentados se refieren a Zafra y Zafrilla especialmente, mencionándose
lo relativo a los restantes ingresos de una forma general. Se debe a la impor-
15 La superficie de Zafra era de 1.799 fanegas de marco real, y la de Zafrilla de 5.834,5, lo que
explica las sumas tan elevadas que alcanzaban sus arrendamientos.
16 El nombre de los arrendadores, asi como el de Alonso de Sanabria, pertenecen a las familias
aristocráticas cacereñas.
17 A.G.S. R.G.S., 11 de Diciembre de 1480, f°. 227.
19 Ibid., f°. 220.
19 las dehesas fueron concedidas al común de los vecinos por Alfonso X, en 1280, Cf. Archivo
Municipal de Cáceres, documento 171. 065.
29 A.G.S. R.G.S. 30 de Agosto de 1477, f°. 459. -
21 Cf. Archivo Municipal de Cáceres. Libro de Ordenanzas recopiladas en 1569. Ordenahza del
Monte, art. 86, f°. 69v.
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tancia que representa la explotación de las dehesas tanto para la economía
propiamente municipal como para la de los vecinos de la villa y del término,
para muchos de los cuales el libre acceso a las mismas resulta imprescin-
dible para el desarrollo de sus actividades agrícolas y ganaderas.
Teniendo en cuenta que la economía de la villa de Cáceres en el siglo XV
es eminentemente rural, los ingresos más innportantes que recibe el concejo
provienen de la explotación de las dehesas de Zafra y Zafrilla. Esto lo pode-
mos comprobar analizando los ingresos de 1496 22 , los cuales clasificaremos
en tres grandes grupos para facilitar una visión rápida23:
- Ingresos patrimoniales (explotación de las dehesas del concejo):
116.639 mrs. (44,34%).
- Derechos y penas pecuniarias: 100.043 mrs. (38,03%).
- Impuestos sobre circulación y consumo: 46.349 mrs. (17,62%).
En esta clasificación se refleja el poco desarrollo alcanzado por el comer-
cio en Cáceres, centrado fundamentalmente en la satisfacción de las necesi-
dades básicas, lo que determina que los ingresos por este concepto sean los
más reducidos. Por su parte, los otros dos grupos aparecen muy igualados,
pero hay que hacer una aclaración. En este año los ingresos patrimoniales
corresponden a la venta de las hierbas y granillos de las dehesas del concejo
—Alpotreque, Puerto de Carmonita y Clavín—, pero no se ha cobrado ning ŭ n
maravedí por las labranzas de Zafra y Zafrilla. La razón es que, dado que se
arrendaban de 4 en 4 años, los ingresos por este concepto son cuatrienales, y
en 1496 no correspondía cobrarlos 24 . Pero si recordamos las cotizaciones al-
canzadas por las dehesas en 1475 y 1476 nos daremos cuenta de la importan-
cia que representan los ingresos provenientes de su explotación para el con-
cejo.
Conociendo estos datos, no extraña el hecho de que las disposiciones
acordadas para el saneamiento de la economía municipal de la villa de Cáce-
res se apoyen ŭnicamente en los ingresos provenientes de la explotación de las
dos dehesas mencionadas.
En 1479, año en el que se mantiene la situación caótica denunciada dos
años antes, se promulgan las Ordenanzas 25 para recuperar las rentas y pro-
pios enajenados y regular la administración de los propios y rentas del con-
cejo. La preponderancia ae ios asuntos economicos sobre las irregularidades
efectuadas en los arrendamientos de Zafra y Zafrilla, que aparecen como uno
de los problemas más graves que tiene el concejo, es evidente; mientras 8
22 Archivo Municipal de Cáceres; documento 313.0 132 . He util izado el microfilm facil itado por el
Archivo Histórico Nacional. La elección de las cuentas correspondientes a este año se debe a
que en ellas aparecen los ingresos especificados, mientras que en los restantes años sólo se dan
los ingresos globales de todas las rentas.
23 He seguido la división establecida por R. Carande en su obra citada.




Archivo Municipal de Cáceres; docunnentos sin catalogar. Microfilm facilitado por el Archivo His-
tórico Nacional.
25 Estas Ordenanzas han sido transcritas por A. Floriano Cumbreño en su libro citado.
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capítulos se dedican a las rentas y cuentas municipales, solamente 3 se ocu-
pan de reglamentar el aprovechamiento comunal de las dehesas. Sin embar-
go, los estudios realizados sobre estas Ordenanzas se han fijado más en el
segundo aspecto26
Las medidas propuestas para la recuperación de las rentas enajenadas
son:	 •
- Repartir entre los vecinos de la villa y del término la cantidad de dinero
necesario para desempeñar las rentas.
- Arrendar las dehesas por dos años consecutivos, por terrazgo o dinero,
y, de la renta obtenida, desembargar las dehesas y las otras rentas. Si a los
dos años no se ha efectuado el desembargo los regidores deberán pagar, ca-
da uno de ellos, 50.000 mrs.27.
No sabemos cuál de las dos posibilidades se puso en práctica por los re-
gidores, pero el com ŭn de los vecinos consiguió, al menos, que no se
cumplieran los arrendamientos de las dehesas efectuados años antes. Los
afectados por ello, ya conocidos, son Alonso de Sanabria, Pedro de Carvajal y
Alonso Escobar, quienes calificaron las Ordenanzas, el primero, como «muy
agraviada contra el, asy porque es ganada con relagión siniestra y callada la
verdad» 28 , y los segundos dicen que «eran ningunas e muy injustas e agra-
viadas contra ellos, asy porque el dicho arrendamiento avia seydo justo»29.
Estos, para conseguir que se les devolviera el dinero adelantado con el 10%
que preveía la Ordenanza en concepto de indemnización —beneficio mucho
más reducido que el que podrían haber obtenido de la explotación de las
dehesas—, tuvieron que recurrir ante el Consejo Real;,sin embargo, la tardan-
za en el pago no fue por mala voluntad de la villa, sino por falta de dinero,
pues la indemnización se Ilevó a efecto sin demasiado retraso, como hace su-
poner el hecho de que a partir de 1480 se silencien las noticias sobre el tema.
No hay que olvidar que los arrendadores pertenecían a la clase dirigente, por
lo que es imposible suponer que se quedarán sin recuperar el dinero. No te-
nemos ning ŭn dato sobre los arrendadores de las otras rentas de la villa.
Las otras medidas acordadas en las Ordenanzas se preocupan de regla-
mentar todo lo referente al cobro y administración de las rentas de propios,
intentando evitar la ocasión de que se produzca una nueva situación como la
precedente. La política administrativa propuesta se puede resumir en los si-
guientes puntos:
1) El mayordomo de las rentas y propios del concejo dará cuenta anual de
los ingresos y gastos del concejo ante dos contadores antiguos de la villa, los
regidores y los procuradores de la villa y de su tierra 30. Deberán pagar el dine-
ro que no justifiquen.
Cada tres años, se darán cuentas de nuevo, pero estando presentes, ade-
26 Fundamentalmente, por FLORIANO CUMBREÑO, A. Op. cit. También por ORTí BELMONTE,
M. A. Op. cit.
27 Ordenanzas de los Reyes Católicos, 1479. Art. 7.
28 A.G.S. R.G.S., 11 de Diciembre de 1480, f°. 143.
29 Ibid. f°. 227.
30 Cf. Ordenanzas de los Reyes Católicos, 1479, art. 10.
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más, los representantes de las colaciones de la villa31
•
2) Una vez desempeñadas las rentas y propios, se prohíbe que los regido-
res, sin mandamiento expreso de los reyes, puedan «vender, ni enpeñar, ni
dar, ni donar, ni enagenar» 32 los propios y rentas; solamente podrán arren-
darlos por uno o dos años, pagándose los arrendamientos trimestralmente,
para evitar el gasto anticipado de los ingresos.
3) Los ingresos qÜe obtenga el concejo se destinarán a:
- Salario de los regidores y oficiales del concejo.
- Reparación de los muros y cerca de la villa.
- Salario del corregidor.
- «E en las otra cosas que los dichos justigicia e regidores entiendan que
cunplen a nuestro servicio e al pro e bien comun de la dicha villa»33.
No se harán repartimientos mientras que haya fondos.
4) Los repartimientos se realizarán, tanto en el caso de que sean para
cubrir las necesidades de la villa como si son para cumplir con las peticiones
reales, estando presentes la justicia y regidores, el procurador de la villa, el
procurador de la tierra y un judío de la aljama, «porque vean como e en que
manera los dichos repartos se fasen»34.
Fácilmente se observa que el control que se intenta establecer sobre la
actuación de los regidores no es completo, dejándoles oportunidad, que indu-
dablemente aprovecharán, para seguir cometiendo los abusos ya denun-
ciados, tanto en la administración de los ingresos como en la realización de
los repartimientos, como vamos a ver seguidamente.
La presentación de las cuentas y el control propuesto sobre las mismas,
en realidad, tenía lugar cada tres años, pues las anuales eran solo supervisa-
das por el grupo que controlaba el gobierno municipal, los que hacían la
distribución de los ingresos para cubrir los gastos que consideraba más con-
venientes. Los procuradores que asisten a ellas no están representando al
((com ŭn y hombres buenos» de la villa, sino que eran procuradores generales,
representantes de todos los estamentos socioeconómicos de la población.
Dado que los intereses de los distintos grupos sociales eran completamente
opuestos, los procuradores defenderán los de la clase a la que pertenezcan,
por lo que la extración social de los mismos determinará su actuación. Entre
1477-1488 aparecen como procuradores Diego Gómez de Torres, Alonso de
Ulloa, Francisco de Torres y García Holguín. Los apellidos nos son suficiente-
mente conocidos, ya que pertenecen a las familias de la oligarquía cacereña
que detenta el poder político y económico en la villa. Ya podemos imaginar,
pues, que estos representantes eran portavoces de la minoría dirigente y que
su actuación no iba encaminada a corregir y evitar los posibles abusos de po-
der, sino que serían defensores de la política mantenida por esta oligarquía.
Así pues, la composición del grupo ante el que se presentan las cuentas to-
31 Cf. Ibid., art. 11.
32 Ibid., art. 13.
33 Ibid., art. 14.
34 Ibid., art. 19.
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dos los años anula la posibi lidad de realizar un control efectivo sobre las mis-
mas.
La rendición de cuentas efectuada cada tres años era supervisada por los
representantes del com ŭn, los diputados de las colaciones. Pero éstos se en-
cuentran con la dificultad de que tienen acceso a las cuentas solamente cada
tres años, circunstancia que favorece a los mayordomos y regidores, pues
«por la dilagion e tardanga del tiempo que se da en el tomar de la dicha cuen-
ta quedan olvidadas algunas cosas de los gastos» 36 . Este informe, que perte-
nece a 1490, demuestra que:
- El cont .rol anual previsto por las Ordenanzas resulta inoperante.
• Se siguen cometiendo, diez años después, irregularidades en la distribu-
ción del dinero.
Como consecuencia de esto, se solicita, en 1490, que se permita a los di-
putados de las colaciones asistir anualmente a la presentación de las cuen-
tas efectuada por el mayordomo. La reina así lo concede 36 . Las imperiosas
necesidades económicas de la Corona seguramente posibilitaron esta con-
cesión para atraerse a las capas más bajas de la población, intentando evitar
su resistencia a las continuas demandas contributivas que la Corona exigía,
pues sobre ellas recaía todo el peso de la fiscal idad rea1 37 . Por ello, quizás en
los años inmediatamente .posteriores a la promulgación de esta orden se
cumplió con este requisito, pero en 1509 ya hay noticias que revelan que las
cuentas seguían controladas exclusivamente por la clase dirigente.
Como vimos, el segundo punto prescribía los arrendamientos de las ren-
tas y propios por un período máximo de dos años. Esta disposición también
se altera y se consigue en 1492 que se autoricen los contratos de arrenda-
mientos cuatrienales 38 . Posiblemente la causa de la petición radica en las
fuertes oscilaciones anuales que sufren los ingresos del concejo al en-
contrarse entre los más importantes, como hemos visto, los provenientes de
las labranzas de Zafra y Zafrilla, que aparecen en las cuentas de propios cada
4 años. Dado que la duración de los arrendamientos de las labranzas era
cuatrienal, quizás el arrendador de esta renta presentaba la liquidación de las
cuentas al concejo con la misma periodicidad. Estrechamente ligado a ello
se halla la manifiesta incapacidad administrativa por parte de los respon-
sables de los asuntos económicos municipales, quienes no se preocupan de
planificar a largo plazo, por períodos cuatrienales, la distribución de los
ingresos con lo cual, los años en que éstos dismi nuyen —3 de cada 4 años-
aumentan los repartimientos.
La petición de modificar este capitulo se presenta ante el Consejo Real,
organismo que tiene capacidad para alterar la Ordenanza, por Gonzalo
Martínez Espadero, procurador general de la vi I la. Después de solicitar infor-
mación a Juan de Sande de Carvajal y a Francisco de Andrada (regidores), la
Reina ordena que se arrienden todas las rentas del concejo, incluidas las
35 A.G.S. R.G.S., 19 de Marzo de 1490, f°. 556.
36 Ibid.
37 SUÁREZ FERNÁNDEZ, L.: Op. cit. pág. 41.
38 A.G.S. R.G.S., 8 de Marzo de 1492, f°. 316.
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dehesas de Zafra y Zafrilla, por 4 años, y que salgan a subasta p ŭ blica con un
precio de 300.000 mrs., cantidad ofrecida por Gonzalo Martínez Espadero39.
La petición no proviene del ((com ŭn y hombres buenos» de la villa, y tampoco
a ellos se les pide ninguna información, lo que indica que está en función de
los intereses de la oligarquía dominante. Efectivamente, esta medida permite
unos ingresos constantes anuales, pero supone unos ingresos medios
anuales inferiores a los que se podrían obtener en el caso de administrarse
directamente las rentas o si se arrendasen por unos períodos más breves de
tiempo; esto perjudica a los que tienen que pagar, mediante repartimiento, el
déficit presupuestario, que será mayor en este caso. A su vez, beneficia a los
posibles arrendadores ya que durante 4 años consecutivos no ven alterado el
importe del arrendamiento, que podría aumentarse caso de efectuarse las su-
bastas de las rentas anualmente.
No se especifica si los pagos al concejo se efectuarán trimestralmente o
por adelantado, dato importante que influye directamente en la suma que el
arrendador deberá pagar al concejo.
Por lo que se refiere a la distribución de los ingresos, parece que éstos al-
canzaban siempre para pagar el salario de los regidores y oficiales del conce-
jo y para «las otras cosas que los dichos justicia e regidores entienden que
cunplen a nuestro servicio...» 40 , cláusula que permitirá el gasto de dinero sin
justificar, entre las cuales se pueden destacar:
- Gastos realizados en la fiesta que se organiza, para el mayordomo, regi-
dores y oficiales del concejo, el día de la presentación de las cuentas41.
- Dádivas que se conceden al mayordomo42.
- Limosnas que se dan a los monasterios «e otras personas», que alcan-
zan la suma de 50.000 mrs. anuales43.
Estos puntos están en estrecha relación, sobre todo los dos ŭ ltimos. Se
recompensa al mayordomo con una determinada suma de maravedís por su
manifiesta complicidad con la justicia y regidores en la distribución de los
ingresos, en concreto por aceptar el pago de todas las «limosnas» que la
extremada generosidad de los regidores realiza a lo largo del año, capítulo
donde se incluirían gastos dudosamente justificables. Claramente, estos
gastos corresponden al «pro y bien» de la minoría dirigente y confirman que
no se ha acabado con la malversación de fondos y que el control de las cuen-
tas está solamente en manos de los regidores. Por su parte, éstos son los que
nombran a los mayordomos, cargo para el que escogen a hombres de entre
sus propias filas «para tener el dicho mayordomo de vuestra mano para gas-
tar los dineros de los propios del dicho congejo ynjustamente e como quereys
e no en cosas que cunplen a la dicha villa»44.
39 Ibid.
40 Ver nota 33.
41 A.G.S. R.G.S., 19 de Marzo de 1490, f°. 556.
42 Ibid., 1 de Diciembre de 1491, f°. 75•
43 Ibid., 28 de Agosto de 1486, f°. 75.
44 Ibid., 8 de Marzo de 1492, f°. 253.
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Con una distribución semejante de los ingresos municipales es difícil
pensar que éstos Ilegaran a cubrir todas las necesidades que la villa necesi-
taba financiar con sus recursos. Así, para la reparación de los muros y para
pagar el salario del corregidor se recurre normalmente a repartimientos, a pe-
sar de que las Ordenanzas preveían, como hemos visto, su pago de las rentas
del concejo. Por supuesto que los motivos que alegan los regidores para jus-
tificar los repartimientos no son muy claros y resultan contradictorios. En
1492 los diputados de las colaciones, en representación de los vecinos de la
villa y del término, se quejan de que «vos, los dichos regidores, so color e de-
siendo que los dichos propios e maravedis que esa dicha villa tiene eran para
reparar los muros della, dis que echays e repartis sobre los vesinos e morado-
res desa dicha villa e su tierra qiento e veynte mill mrs. cada año para pagar el
salario del corregidor» 46. Pero, curiosamente, ese mismo año, las obras de de-
fensa de la vjlla habían sido financiadas con dinero obtenido por
repartimiento46.
Hemos visto córno las Ordenanzas preveían la presencia de procuradores
cuando se debieran realizar los repartimientos, pero esta disposición tampo-
co se cumple. Ya en 1489 el com ŭ n de los vecinos de la villa solicita a la
Reina, nuevamente, que se nombre un procurador del com ŭn, nombramiento
al que se oponen los regidores alegando que .ccesa dicha villa nonbra un pro-
curador, el qual es para esa dicha villa e regidores della e para el dicho co-
mun» 47. La existencia de un solo procurador general beneficia ŭnicamente a
la oligarquía dominante porque, como se dice en el mismo documento,
«muchas veces acaesçe que el dicho comun debate con los regidores e con
los cavalleros e otras personas prençipales desa dicha villa, e que el dicho
procurador se conforma con los dichos regidores e cavalleros, e no ay perso-
na que procure por el dicho comun» 48. La Reina concede lo solicitado pero
también quedará sin efectividad ya que, en 1509, se repite la demanda, adjun-
tando en este caso toda una serie de razones v mandamientos reales ante-
riores que ordenaban el nombramiento del procurador del com ŭn 49 . Los regido-
res, por su parte, tamblen presentan un informe sobre el caso en el que dicen
que «sy algund procurador de los dichos pecheros huvo en algurd tiempo,
separ V. A. que era quando avia las hermandades y la guerra de Granada... y
porque los regydores que para echar los dichos repartymientos se dyputavan
no sabian tan bien las haziendas de los pecheros como ellos mismos entre
sy... acordaron suplicar que pudiesen poner este dicho procurador para que
pudiese estar a los dichos repartymientos» 80. El informe ha tergiversado la rea-
lidad en cuanto que la petición fue realizada por «el comun de la villa», no
por el grupo que controlaba el poder. Lo que probablemente sea cierto es que
se utilizara al procurador del com ŭn, en contra de los intereses del grupo que
45 Ibid., f°. 316.
46 Ibid., f°. 253.
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representaba, para evitar que los pecheros pudieran cometer fraudes fisca-
les, pero no para que los repartimientos fueran más equitativos entre todos
los estamentos de la población. Igual que en el caso del control de las cuen-
tas, se nombraron solamente durante los años inmediatamente posteriores al
del mandamiento real.
Si nos fijamos en las fechas de los documentos, observamos que se con-
centran todos en dos breves períodos de tiempo: 1477-1479 y 1489-1492,
hecho que resulta bastante significativo, ya que la primera fecha coincide
con los ŭ ltimos años de la guerra hispano-portuguesa y con los inicios de la
organización del reino, mientras que la segunda corresponde a la campaña
de Granada.
Las quejas y peticiones presentadas entre 1477 y 1479 están motivadas
por la situación caótica, fruto de los años anteriores, en la que se encuentran
las finanzas de la villa así como por los abusos cometidos en la distribución
de los impuestos por parte de la minoría dirigente. Se presentan en estos
años porque son los del inicio del reinado de los nuevos monarcas, quienes
se están preocupando de normalizar la situación política y administrativa de
Castilla, y se espera que también se ocupen de corregir las irregularidades
cometidas en la villa, poniendo alg ŭn freno al desmesurado poder de la
oligarquía urbana. Pero los hechos demuestran que la política real no iba en-
caminada a acabar con estas oligarquías sino a utilizarlas en su provecho51,
de ahí que las medidas adoptadas no atenten contra su situación de prehemi-
nencia dentro del gobierno municipal de las ciudades de realengo.
Dado que la situación no ha cambiado durante el primer decenio, los
representantes del com ŭn de los vecinos de Cáceres esperan tener una se-
gunda oportunidad de solucionar sus problemas con motivo de la guerra de
Granada, por lo que vuelven a presentar ante el Consejo Real de nuevo sus
peticiones, cuyo contenido es muy parecido al de las solicitadas en 1477. Se-
guramente pensaban obtener alguna concesión real a cambio de las grandes
cantidades de dinero con las que tienen que contribuir al mantenimiento de
la guerra, y que recae fundamentalmente sobre ellos. Casi todas las peti-
ciones se conceden, pero algunas tendrían vigencia ŭnicamente durante un
breve período de tiemoo y otras, la mayoría, no se pondrían en práctica, lo que
demuestra que fueron medidas políticas coyunturales para evitar una posible
oposición de los pecheros al pago de los continuos «pedidos» y repartimien-
tos reales; pero tampoco ahora estaba en la mente de los reyes mejorar la si-
tuación de las clases socioeconómicas media e inferior permitiéndolas parti-
cipar en el gobierno de la ciudad. La oligarquía cacereña mantuvo, también,
durante el reinado de los Reyes Católicos, el poder municipal en sus
manos,con el consiguiente control de las finanzas urbanas de la villa que és-
te le permitía, hecho del que, indudablemente, consiguió beneficiarse.
51 Cf. SUÁREZ FERNÁNDEZ, L.: Op. cit., pág. 368 y SOBREQUÉS, S.: Op. cit., pág. 390 y ssg.
